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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 746/2020/3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

H. AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P. Y OTRAS AUTORIDADES.
MAGISTRADO:

LIC. JORGE ALEJANDRO VERA NOYOLA
SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LIC. JOSÉ DE JESÚS MORENO ROMO
San Luis Potosí, San Luis Potosí, dieciséis de febrero de dos mil veintidós.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 746/2020/3; y,
R E S U L T A N D O

PRIMERO.- Demanda de nulidad. Por escrito depositado en el Servicio Postal Mexicano en Ciudad Valles el día dieciséis de octubre de dos mil veinte y recibido en este Tribunal el día veintisiete del mismo mes y año, **********, compareció por derecho propio, a demandar a las autoridades y respecto del acto que enseguida se precisan:

“II.- AUTORIDAD O AUTORIDADES DEMANDADAS.
a). AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

b). PRESIDENTE MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

c). DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

d). DIRECTOR GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P. 

e). COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

f). NOTIFICADOR DE LA COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

g). NOTIFICADOR DE LA COMISIÓN DEL SERVICIO PROFESIONAL DE CARRERA POLICIAL DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

h). TITULAR DE LA UNIDAD DE ASUNTOS INTERNOS DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P.; 

i). COMANDANTE EN TURNO DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DE CIUDAD VALLES, S.L.P., JORGE EDUARDO GALVÁN HERNÁNDEZ; 

j). JEFE DE GUARDIA Y DEL CONTROL DE ACCESO A LAS INSTALACIONES DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P., CARLOS ALBERTO ESPINOZA; 

k). MÉDICO DE LA DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA Y TRÁNSITO MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P., SERGIO DAVID OLIVARES MARTÍNEZ.”

...

“IV.- RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 
Se impugna la remoción y/o baja definitiva como policía 3º de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., (...)

También se impugnan todas y cada una de las actuaciones practicadas dentro del expediente formado con motivo del procedimiento sancionador que se haya seguido ante la Comisión de Honor y Justicia de la DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P., y que trajo como consecuencia la baja definitiva del suscrito (...)”
SEGUNDO.- Admisión de la demanda. El siete de diciembre de dos mil veinte, se admitió a trámite la demanda, se ordenó correr traslado con la copia de la misma y sus anexos a las autoridades señaladas como demandadas, emplazándolas para que en el término de ley formularan su contestación. En dicho proveído se tuvo a la actora por ofrecidas las pruebas que anunció en su escrito de demanda.
TERCERO.- Tramite del juicio. Siendo las trece horas del dos de diciembre del dos mil veintiuno, sin la asistencia de las partes. Acto seguido, se dio lectura al escrito de demanda, contestación, ampliación y contestación a la ampliación de demanda, desahogándose las pruebas documentales dada su propia naturaleza; en período de alegatos se dio cuenta que no se formularon estos por ninguna de las partes, quedando así debidamente integrado el expediente, citándose el mismo para dictar su resolución.

C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- Competencia.  Esta Tercera Sala, es competente para conocer y resolver el presente juicio, conforme a lo dispuesto por los artículos 123, apartado B, fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 123, de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1°, 2°, párrafo segundo y 7°, fracciones I y XVII, 9 fracción III, 24, 35, fracción VIII, de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; 2°, segundo párrafo, 248, 249, 250 y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; en relación con el diverso 51, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; pues se trata de una controversia de naturaleza administrativa entre un particular como integrante de un cuerpo de seguridad pública, y una autoridad municipal, como lo es el H. Ayuntamiento de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y otras autoridades, conflicto para el cual los invocados numerales le confieren jurisdicción a este Tribunal.

Lo anterior, es acorde con el criterio pronunciado por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en la página 244 del Tomo III de junio de 1996 del Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tesis 2ª/J23/96, Novena Época, que a la letra reza:

"COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ).- De lo dispuesto por las fracciones XIII del apartado B del artículo 123 y V del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2o. de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refieren a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado."
SEGUNDO.- Existencia del acto. Por cuestión de método, se procede a la precisión del acto impugnado, de conformidad con lo dispuesto por el artículo 249 fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, con la finalidad de lograr congruencia entre lo pedido y lo resuelto.

Así las cosas de la lectura integral de la demanda, se advierte que lo que reclama la parte actora es:

“IV.- RESOLUCIÓN O ACTO QUE SE IMPUGNA.- 

Se impugna la remoción y/o baja definitiva como policía 3º de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal del Ayuntamiento de Ciudad Valles, S.L.P., (...)

También se impugnan todas y cada una de las actuaciones practicadas dentro del expediente formado con motivo del procedimiento sancionador que se haya seguido ante la Comisión de Honor y Justicia de la DIRECCIÓN DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DEL AYUNTAMIENTO DE CIUDAD VALLES, S.L.P., y que trajo como consecuencia la baja definitiva del suscrito (...)”
En consecuencia, tenemos que la existencia del acto impugnado quedó acreditado en la secuela procedimental, con la documental visible a fojas 334 a la 342 de autos, con el valor probatorio que le confiere el artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; de donde se evidencia la Sexta Sesión Extraordinaria de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de primero de septiembre del dos mil veinte, la cual en su cuarto punto, inciso a), determina la baja del ahora actor como Policía Tercero en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., por lo que es innegable la existencia del acto reclamado.
Bajo ese orden, la litis en este juicio será determinar la legalidad o ilegalidad de la resolución tomada dentro de la Sexta Sesión Extraordinaria de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de primero de septiembre del dos mil veinte, la cual determina la baja del ahora actor.

Lo anterior, considerando además con las pretensiones del accionante, que consisten en una declaración de nulidad del acto impugnado y como consecuencia de ello a la condena a las demandadas a que se le efectué el pago de las prestaciones que precisa en su demanda, lo que desarrolla en el apartado que denomina “VI.- PRETENSIÓN QUE SE DEDUCE EN JUICIO”, de su escrito inicial de demanda.

TERCERO.- Oportunidad de la demanda. La demanda de nulidad de que se trata, fue presentada dentro del término de treinta días a que se refiere el artículo 24, fracción I, del Código Procesal Administrativo del  Estado de San Luis Potosí, como se advierte del cuadro que se inserta a continuación:

	Fecha de la Resolución Impugnada
	Fecha de Conocimiento
	Plazo de 30 días transcurrió
	Fecha de presentación de la demanda
	Días inhábiles

	01 de septiembre de 2020
	01 de septiembre de 2020
	02 de septiembre al 16 de octubre de 2020

	16 de octubre de 2020
	05, 06, 12, 13, 15, 16, 19, 20, 26 y 27 de septiembre; 03, 04, 10 y 11 de octubre de 2020


CUARTO.- Legitimación. De conformidad con lo que precisa el numeral 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, procede el estudio de la personalidad y legitimación de las partes.

La personalidad del hoy actor no requiere pronunciamiento especial alguno, ya que compareció por derecho propio y su interés jurídico se encuentra acreditado con la documental en donde consta el acto impugnado, consistente en la copia de la Sexta Sesión Extraordinaria de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de primero de septiembre del dos mil veinte, la cual en su cuarto punto, inciso a), determina la baja del ahora actor como Policía Tercero en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P.; de lo que se sigue que es claro que al demandante le asiste interés jurídico para controvertir ese acto en el presente juicio contencioso administrativo. 
Ahora, tocante a la personalidad y legitimidad de las autoridades demandadas, se encuentra acreditada ante este Tribunal de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado, pues los comparecientes exhibieron copia certificada del nombramiento, documentos con los que se acredita el carácter que ostentaron, mismos que son visibles de la foja 99 a la 157 de este expediente.

Las documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidores y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
QUINTO.- Causales de improcedencia. Sea que las partes lo aleguen o no, en el presente asunto se procede analizar si en el caso opera alguna causa de improcedencia o sobreseimiento, por tratarse de una cuestión de orden público, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos, 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí.

Es aplicable al efecto, la Tesis Aislada pronunciada por el Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, que dice:

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURÍDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia.”

En ese sentido se advierte que las autoridades demandadas al contestar la demanda hacen valer la causal de sobreseimiento a que se refiere la fracción V, del artículo 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, alegando al efecto que al actor del juicio, se le instruyo un procedimiento administrativo que derivo en el cese o remoción de su cargo como policía de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, en el que se cumplieron las formalidades de legalidad. 

No obstante lo argumentado por la enjuiciada en su contestación de demanda; el suscrito Magistrado considera que esa causal debe desestimarse en virtud de que los razonamientos en los cuales se sustenta, involucra cuestiones inherentes a la resolución de fondo del juicio; esto es, constituyen la materia del asunto, al estar estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama la parte actora

Así mismo a manera de excepción hace valer la de falta de acción  y de derecho para demandar y sine actione agis, alegando que en ningún momento se le siguió un procedimiento ilegal e infundado y mucho menos se violentaron en su perjuicio la garantías de audiencia, debido proceso, legalidad y seguridad jurídica, ya que el procedimiento que se llevó a cabo se hizo cumpliendo con las formalidades de legalidad y de manera particular a la normativa que establecen las leyes de la materia, por lo que las prestaciones reclamadas por el actor deben resultar improcedentes. 
Sin embargo, los argumentos deben desestimarse, dado que involucra cuestiones relacionadas con el análisis del fondo del asunto; de ahí que los argumentos vertidos no puedan analizarse en este momento como una causal de improcedencia y sobreseimiento; lo anterior con apoyo además en el criterio contenido la Jurisprudencia número P./J. 135/2001 que es aplicable al caso, por analogía, cuyo rubro y texto son del siguiente tenor: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”

Finalmente, de acuerdo a lo que ordenan los últimos párrafos de los artículos 228 y 229, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, se precisa que esta Sala practicó estudio oficioso de las causales de improcedencia y sobreseimiento, sin que se advirtiera que en la especie se actualizará causal alguna; por lo que, en seguida se procede al estudio de los agravios que arguye la demandante en contra del acto impugnado.
SEXTO.- Conceptos de impugnación. Los conceptos de impugnación que plantea el actor en su escrito inicial de demanda, así como en el de ampliación son visibles a fojas 12 a la 28 y de la 374 a la 383 del sumario, los que por economía procesal se tienen aquí por reproducidos. Resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia 2a./J. 58/2010, emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación; cuyos datos de localización, rubro y contenido, se reproducen a continuación:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN.- De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la Litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.” 

Asimismo, resulta aplicable por analogía la tesis de Jurisprudencia emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, que a la letra dice:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN. EL JUEZ NO ESTÁ OBLIGADO A TRANSCRIBIRLOS.- El hecho de que el Juez  Federal  no  transcriba en su fallo los conceptos de violación expresados en la demanda, no implica que haya infringido disposiciones de la Ley de Amparo, a la cual sujeta su actuación, pues no hay precepto alguno que establezca la obligación de llevar a cabo tal transcripción; además de que dicha omisión no deja en estado de indefensión al quejoso, dado que no se le priva de la oportunidad para recurrir la resolución y alegar lo que estime pertinente para demostrar, en su caso, la ilegalidad de la misma.”

SÉPTIMO.- Estudio. A juicio de esta Tercera Sala Unitaria, el segundo concepto de impugnación hecho valer por la actora resulta fundado y suficiente para conceder la nulidad del acto controvertido.
Debe precisarse que esta Sala, al ocuparse de los motivos de impugnación en que descansa la pretensión de nulidad de la actora, está facultada para hacerlo en forma diversa al orden en que fueron planteados, en conjunto o en lo individual, ocupándose en primer lugar, de aquéllos orientados a declarar la nulidad lisa y llana del acto impugnado
, y después, de los que se refieran a la omisión de requisitos formales o vicios del procedimiento, ya que de resultar fundados los primeros, se producirá un mayor beneficio jurídico para la parte actora, pues se eliminarán en su totalidad los efectos del acto administrativo, con lo que se respeta la garantía de acceso efectivo a la justicia y, en particular, el principio de completitud que le es inherente.

Sirve de sustento a lo anterior la Tesis de Jurisprudencia que a continuación se transcribe:

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN EN AMPARO DIRECTO. EL ESTUDIO DE LOS QUE DETERMINEN SU CONCESIÓN DEBE ATENDER AL PRINCIPIO DE MAYOR BENEFICIO, PUDIÉNDOSE OMITIR EL DE AQUELLOS QUE AUNQUE RESULTEN FUNDADOS, NO MEJOREN LO YA ALCANZADO POR EL QUEJOSO, INCLUSIVE LOS QUE SE REFIEREN A CONSTITUCIONALIDAD DE LEYES. De acuerdo con la técnica para resolver los juicios de amparo directo del conocimiento de los Tribunales Colegiados de Circuito, con independencia de la materia de que se trate, el estudio de los conceptos de violación que determinen su concesión debe atender al principio de mayor beneficio, pudiéndose omitir el de aquellos que, aunque resulten fundados, no mejoren lo ya alcanzado por el quejoso, inclusive los que se refieren a constitucionalidad de leyes. Por tanto, deberá quedar al prudente arbitrio del órgano de control constitucional determinar la preeminencia en el estudio de los conceptos de violación, atendiendo a la consecuencia que para el quejoso tuviera el que se declararan fundados. Con lo anterior se pretende privilegiar el derecho contenido en el artículo 17, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, consistente en garantizar a los ciudadanos el acceso real, completo y efectivo a la administración de justicia, esto es, que en los diversos asuntos sometidos al conocimiento de los tribunales de amparo se diluciden de manera preferente aquellas cuestiones que originen un mayor beneficio jurídico para el gobernado, afectado con un acto de autoridad que al final deberá ser declarado inconstitucional.”
 

A. Problema Jurídico.
En el segundo de sus motivos de disenso, el accionante señala que es cierto que la Comisión de Honor y Justicia es el órgano encargado de conocer y resolver e imponer las sanciones correspondientes por actos u omisiones durante el servicio, que demeriten la imagen de la institución y que es cierto que se siguió un procedimiento administrativo sancionador en su contra, ante la Comisión de Honor y Justicia mismo que concluyó con su remoción o baja.

Empero, dice el accionante, que los actos llevados a cabo ante dicha Comisión de Honor y Justicia son ilegales por no haber estado constituida formalmente esa Comisión y por lo tanto, los actos desplegados por la misma están viciados de origen, por no haberse emitido por una autoridad competente, toda vez que las personas que la integran no son las que se refiere el artículo 296 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de ahí que los actos practicados por los integrantes de esa Comisión son nulos de pleno derecho.

De lo anterior se obtiene que la cuestión a resolver es: ¿La Comisión de Honor y Justicia está integrada por las personas a las que les correspondía integrar dicho órgano colegiado? ¿La decisión de remoción o cese se dictó por autoridad competente? 

B. Decisión.

En primer orden se debe establecer que la competencia es una cuestión de orden público, en atención a que la garantía de seguridad jurídica del gobernado tiene por objeto, entre otras cuestiones, el derecho a cerciorarse plenamente de que se encuentra frente a las personas que efectivamente representan a la autoridad de la materia.

De esa manera, la competencia de las autoridades administrativas constituye un “presupuesto esencial de validez y eficacia” que deviene del interés y orden público, por lo cual su observancia es obligatoria en la emisión de todo acto autoritario.

Además, para tener por debidamente cumplido dicho presupuesto, este debe encontrarse materializado en su doble aspecto: el material, el cual consiste en que la autoridad administrativa tenga atribuidas las facultades legales necesarias para la emisión del acto conforme lo dispuesto por los ordenamientos legales; y el formal, que implica citar en el acto correctamente el carácter de autoridad legalmente facultada con que suscribe, así como el ordenamiento legal, acuerdo o decreto que le otorgue tales facultades y, en caso de que estos incluyan diversos supuestos, deberá precisar con claridad y detalle, el apartado, las fracciones, incisos y subincisos aplicables.

Al respecto, resulta ilustrador al tema el contenido de la Jurisprudencia de voz: “COMPETENCIA DE LAS AUTORIDADES ADMINISTRATIVAS. EN EL MANDAMIENTO ESCRITO QUE CONTIENE EL ACTO DE MOLESTIA, DEBE SEÑALARSE CON PRECISIÓN EL PRECEPTO LEGAL QUE LES OTORGUE LA ATRIBUCIÓN EJERCIDA Y, EN SU CASO, LA RESPECTIVA FRACCIÓN, INCISO Y SUBINCISO.”

Ahora, en tratándose del cese, baja o remoción de los elementos que pertenecen a los cuerpos de seguridad pública del estado y municipios de San Luis Potosí, debemos atender a las consideraciones de los numerales 1º, fracción IV, 5º, fracción IX,   22 fracción II, inciso a), 112, 113, 114 y 119 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, los que establecen lo siguiente:

“ARTÍCULO 1º. Esta Ley es de orden público, interés social y de observancia general en el territorio del Estado de San Luis Potosí; y tiene por objeto:

...

IV. Establecer las bases mínimas a que estarán sujetas las instituciones de seguridad pública estatal y municipal.”

“ARTICULO 5°. Para los efectos de esta Ley se entiende por:

...

IX. Instituciones policiacas: a los cuerpos de policía, de vigilancia y custodia de los establecimientos penitenciarios, de detención preventiva, o de centros de arraigos, del Sistema Integral de Justicia Penal para Adolescentes; y en general todas las instancias encargadas de la seguridad pública a nivel local y municipal que realicen funciones similares;

...”

“ARTICULO 22. Los cuerpos de seguridad pública en el ámbito estatal son:

...

II. En el ámbito municipal:

a) Las instituciones de seguridad pública municipales.”
“ARTICULO 112. Las indisciplinas o faltas cometidas por los elementos de los cuerpos de seguridad pública, serán enmendadas a través de correcciones y sanciones disciplinarias.”

“ARTICULO 113. Las correcciones disciplinarias serán aplicadas a los integrantes de los cuerpos de seguridad, por los superiores jerárquicos, o por el titular de la institución. 

Las correcciones disciplinarias consistirán en apercibimiento, y arresto hasta por treinta y seis horas, con o sin perjuicio en el servicio.

La corrección disciplinaria se registrará en el expediente personal del infractor integrante de los cuerpos de seguridad.”

“ARTICULO 114. Las sanciones disciplinarias aplicables por la Comisión de Honor y Justicia son: 

I. Amonestación;

II. Suspensión temporal de funciones hasta por noventa días, y

III. Remoción, o destitución del cargo.

“ARTICULO 119. La Comisión de Honor y Justicia es un órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad.

Además, evaluar el otorgamiento de reconocimientos y condecoraciones, en su caso.”

De los trasuntos se obtiene que es la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el ordenamiento a través del cual se establecen las bases mínimas a que están sujetas las instituciones de seguridad pública municipal y que en ese ámbito, se considera instituciones policiacas a los cuerpos de policía o las instancias encargadas de la seguridad pública a nivel municipal.

Además, sobre la base de dicho ordenamiento, se enuncia que las indisciplinas o faltas cometidas por los elementos de los cuerpos de seguridad pública, serán enmendadas a través de correcciones y sanciones disciplinarias, estas últimas aplicables por la Comisión de Honor y Justicia, quien es el órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer e imponer, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas previstas en la Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad, así como de imponer las sanciones correspondientes. 
Bajo ese orden, la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, establece la manera en que habrá de conformarse la Comisión de Honor y Justicia, estatuyendo en su artículo 120 lo siguiente:

“ARTICULO 120. Todas las instituciones de seguridad pública contarán con una Comisión, y para garantizar su imparcialidad se integrarán, cuando menos, con los siguientes miembros:

I. Un Presidente; que será el titular de la institución de seguridad pública; con voz y voto;

II. Un secretario general; sin voto;

III. El titular del órgano interno de control, con voz y voto;

IV. Un representante de la unidad jurídica de la institución, con voz y voto;

V. Un consejero por cada área operativa, con voz y voto, y

VI. Secretarios auxiliares o proyectistas.

(...)”

Por su parte, las disposiciones que reglamentan la Ley en el ámbito de aplicación del Municipio de Ciudad Valles, San Luis Potosí, concretamente el Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, dispone en sus artículos 295 y 296 lo siguiente:

“Artículo 295. La Comisión Municipal de Honor y Justicia, es el órgano colegiado de carácter permanente, encargado de conocer y resolver ascensos y/o reconocimientos que por buena actuación, desempeño o esfuerzo personal se hagan merecedores los elementos de la Corporación; así mismo, es el encargado de conocer, resolver e imponer las sanciones correspondientes por actos u omisiones durante el Servicio, que demeriten la imagen de la Institución; además de resolver el recurso de rectificación. Tratándose de conductas probablemente constitutivas de delitos o violaciones a leyes administrativas, deberá hacerlas del conocimiento, sin demora, a la autoridad competente, independientemente de la sanción, correctivo disciplinario o acto de separación que deba ejecutar esta Comisión.”

“Artículo 296. La Comisión Municipal de Honor y Justicia, se integrará en lo conducente de la forma siguiente:

I. UN PRESIDENTE; que será el titular de la institución de seguridad pública; con voz y voto;

II. UN SECRETARIO GENERAL; sin voto;

III. EL TITULAR DEL ÓRGANO INTERNO DE CONTROL, con voz y voto;

IV. UN REPRESENTANTE DE LA UNIDAD JURÍDICA DE LA INSTITUCIÓN, con voz y voto;

V. UN CONSEJERO POR CADA ÁREA OPERATIVA, con voz y voto, y

VI. SECRETARIOS AUXILIARES O PROYECTISTAS.”

Como se lee de los numerales trasuntos, es la Comisión de Honor y Justicia el órgano colegiado que al interior de los cuerpos de seguridad pública, es el encargado de conocer e imponer, en su caso, las sanciones correspondientes por infracciones o faltas cometidas por los integrantes de los cuerpos de seguridad.

Ahora, vinculado con el agravio propuesto, resalta el que la Comisión que debe constituirse al interior de las instituciones de seguridad pública debe integrar en su conformación a personal de dicha institución y conforme a la siguiente integración:

a) Un Presidente; cargo que deberá recaer en la persona titular de la institución de seguridad pública; 

b) Un secretario general; 

c) El titular del órgano interno de control, 

d) Un representante de la unidad jurídica de la institución, 

e) Un consejero por cada área operativa, 

f) Secretarios auxiliares o proyectistas.

Como puede verse y de la interpretación teleológica y por mayoría de razón, tanto del numeral 120 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí como del diverso 296 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, es evidente que la figura del presidente, del representante de la unidad jurídica y de los consejeros de cada área operativa deberán pertenecer a la institución en donde se conforma dicha comisión, ello porque sobre dichos funcionarios, entre otros, recae la potestad de analizar y determinar la aplicación de las sanciones disciplinarias a los integrantes de dicha institución, resaltándose que las figuras enunciadas deberán integrarse por personas que deberán estar adscritas y pertenecer a la institución de seguridad en la que se conforme dicho colegiado.

Ahora bien, estando precisada la forma en la que debe quedar integrada la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, tenemos que en la secuela de este procedimiento quedó acreditado que dicha autoridad no se ajustó a las formalidades previamente analizadas.

Se sostiene lo anterior sobre la base de la documental visible de la foja 144 a la 148 de autos, consistente en el Acta de Instalación de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, misma que adquiere valor probatorio pleno probatorio conforme al artículo 72, fracción I, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; de donde se evidencia que en dicha sesión de ocho de febrero de dos mil diecinueve, se conformó la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y que según el Segundo Punto del orden del día se integró de la manera siguiente:

a) Como presidente, el Director de Seguridad Pública y Tránsito Municipal;

b) Como secretario general, el Secretario General del Ayuntamiento;

c) En calidad de Titular del Órgano de Control Interno, el Titular de la Unidad de Asuntos Internos;

d)  Como representante jurídico de la Institución, el Síndico Municipal;

e) Como consejeros, los representantes de las áreas Operativa de Proximidad Social; de la Unidad de Análisis y de la de Tránsito y Vialidad; y, 

f) Una secretario proyectista.

Como puede verse de la reseña anterior, es evidente que la conformación de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, no se ajustó a las prescripciones de los artículos 120 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y 296 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, porque en la integración de dicho colegiado se tuvo participación de funcionarios que no pertenecen a la institución de seguridad pública como lo fue el Síndico Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí.

Si bien es cierto que el Síndico Municipal tiene la atribución de representación jurídica de la Institución
, no menos cierto resulta que la institución de la que es representante es la relativa al Ayuntamiento Municipal, mas no así de la figura relativa al cuerpo de seguridad pública municipal, es decir, conforme a lo previsto por la fracción IV, de los numerales 120 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí y 296 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera de la Policía Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, la institución a la que hace referencia tal disposición es la relativa al cuerpo de seguridad pública municipal, más no debe ser entendida al Municipio en su concepto de institución. 
En esa tesitura, al realizar un análisis del acto impugnado, consistente en el cese o baja, del aquí actor en el puesto que venía desempeñando como elemento de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí y emitido por la diversa enjuiciada Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, resulta que la determinación fue material y jurídicamente impuesta por una autoridad incompetente para dictar la baja de que se duele el actor, en la medida que en la integración del Órgano Colegiado competente no se atendió a las prescripciones establecidas en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, por lo que se afecta al particular en los derechos consagrados por el artículo 16 Constitucional, lo que implica violación a sus derechos de seguridad jurídica, razón por la cual, al resultar acreditada dicha causa de ilegalidad, la cual es acorde a lo dispuesto por el artículo 95, fracción I, de la Ley de Justicia Administrativa del Estado, esta Sala Unitaria determina decretar la nulidad total de la misma, al estar probada la incompetencia de la autoridad emisora del acto impugnado.
En atención a lo anterior, la resolución contenida en la Sexta Sesión Extraordinaria de la Comisión Municipal de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, de primero de septiembre del dos mil veinte, la cual en su cuarto punto, inciso a), determina la baja del ahora actor como Policía Tercero en la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, S.L.P., señalada como acto impugnado, se ubica en la causal de ilegalidad prevista por la fracción I, del artículo 250, del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, puesto que se ha dejado debidamente acreditado que la autoridad emisora del mismo no se integró en la forma que lo prescriben las leyes, por lo que se está en presencia de una actuación emitida por autoridad incompetente, por lo que es procedente decretar la ILEGALIDAD e INVALIDEZ de la misma y por consiguiente su NULIDAD TOTAL.

En virtud de todo lo anterior, esta Juzgadora se abstiene de entrar al estudio y análisis de los restantes argumentos expresados por la parte actora en sus escritos inicial de demanda y su respectiva ampliación, toda vez que cualquiera que fuese su resultado no cambiaría el sentido del presente fallo.

Encuentra sustento en el criterio establecido en la Jurisprudencia I.2°.A.J./23, por el Segundo Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, cuyo texto enseguida se transcribe:

“CONCEPTOS DE ANULACIÓN. LA EXIGENCIA DE EXAMINARLOS EXHAUSTIVAMENTE DEBE PONDERARSE A LA LUZ DE CADA CONTROVERSIA EN PARTICULAR.- La exigencia de examinar exhaustivamente los conceptos de anulación en el procedimiento contencioso administrativo, debe ponderarse a la luz de cada controversia en particular, a fin de establecer el perjuicio real que a la actora puede ocasionar la falta de pronunciamiento sobre algún argumento, de manera tal que si por la naturaleza de la litis apareciera inocuo el examen de dicho argumento, pues cualquiera que fuera el resultado en nada afectaría la decisión del asunto, debe estimarse que la omisión no causa agravio y en cambio, obligar a la juzgadora a pronunciarse sobre el tema, sólo propiciaría la dilación de la justicia.”
C. Efectos

A fin de precisar el cumplimiento que las enjuiciadas deberán dar a la presente sentencia, debemos atender a lo previsto en el artículo 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, establece que: 

"ARTÍCULO 252. De ser favorable la sentencia al actor, ésta dejará sin efecto el acto impugnado y las autoridades responsables quedarán obligadas a otorgar o restituir al actor en el goce de los derechos que le hubieren sido indebidamente afectados o desconocidos, en los términos que se establezca. (…)”.

A ese respecto debe señalarse  que en el caso que nos ocupa se trata de un elemento de seguridad pública de la Dirección General de Seguridad Pública y Tránsito Municipal de Ciudad Valles, San Luis Potosí, y el efecto restitutorio que señala el precepto anterior, se encuentra particularmente regulado en el artículo 123 apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, vigente a partir del diecinueve de junio de dos mil ocho, de conformidad con el Artículo Primero Transitorio del Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el día dieciocho del mismo mes y año, conforme al cual, en ningún caso procede su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido, razón por la que, al determinarse que fue ilegal la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio, las autoridades demandadas, solamente se encuentran obligadas al pago de la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho el Actor. 

Para efectos de una mejor claridad en lo anterior, se hace necesario transcribir el citado artículo 123 que establece:

“Artículo 123. …

B. …

… XIII. Los militares, marinos, personal del servicio exterior, agentes del Ministerio Público, peritos y los miembros de las instituciones policiales, se regirán por sus propias leyes.

Los agentes del Ministerio Público, los peritos y los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos que las leyes vigentes en el momento del acto señalen para permanecer en dichas instituciones, o removidos por incurrir en responsabilidad en el desempeño de sus funciones.

Si la autoridad jurisdiccional resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. …”

Por consiguiente, atendiendo al dispositivo Constitucional en mención, esta Sala Unitaria no puede ordenar la reinstalación en el cargo que ostentaba el actor, pues de hacerlo se contravendría el precepto 123 apartado B fracción XIII de nuestra Carta Magna; por lo que en el caso, con fundamento en esa disposición legal, lo procedente es que las autoridades demandadas restituyan al promovente en los derechos que les fueron indebidamente privados, mediante la ilegal baja, cuya ilegalidad y nulidad se ha determinado, a fin de que proceda al pago de la indemnización y el  pago de la remuneración diaria ordinaria que percibía el actor, por la prestación de su servicio, desde que se concretó su cese y hasta que se realice el pago correspondiente, lo que deberá hacerse conforme a las leyes especiales administrativas bajo las cuales se rige su relación con el Estado, ello derivado de que tal determinación se ha dejado sin efectos.

Sirve de apoyo a lo anterior, la Jurisprudencia de rubro y texto siguientes: 

“SEGURIDAD PÚBLICA. LA PROHIBICIÓN DE REINSTALAR EN SU CARGO A LOS MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES, PREVISTA POR EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, DE LA CONSTITUCIÓN GENERAL DE LA REPÚBLICA, REFORMADO MEDIANTE DECRETO PUBLICADO EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008, ES APLICABLE EN TODOS LOS CASOS, INDEPENDIENTEMENTE DE LA RAZÓN QUE MOTIVÓ EL CESE. Del citado precepto constitucional se advierte que los miembros de las instituciones policiales podrán ser separados de sus cargos si no cumplen con los requisitos de permanencia o si incurren en responsabilidad, con la expresa previsión de que si la autoridad resolviere que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fue injustificada, el Estado sólo está obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tengan derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación, cualquiera que sea el resultado del juicio o medio de defensa que se hubiere promovido. De lo anterior se sigue que a partir de la aludida reforma la prohibición de reincorporación es absoluta, lo que se corrobora con el análisis del proceso relativo del que deriva que el Constituyente Permanente privilegió el interés general por el combate a la corrupción y la seguridad por encima de la afectación que pudiere sufrir el agraviado la que, en su caso, se compensaría con el pago de la indemnización respectiva, por lo que independientemente de la razón del cese tiene preferencia la decisión del Constituyente de impedir que los miembros de las corporaciones policiacas que hubiesen causado baja se reincorporen al servicio.”

Así como la Tesis Aislada que se reproduce enseguida: 
“POLICÍA FEDERAL PREVENTIVA. LA NULIDAD DE LA RESOLUCIÓN ADMINISTRATIVA MEDIANTE LA CUAL SE DIO DE BAJA A ALGUNO DE SUS MIEMBROS, CON FUNDAMENTO EN EL PÁRRAFO SEXTO DEL ARTÍCULO 50 DE LA LEY FEDERAL DE PROCEDIMIENTO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, PARA EL EFECTO DE QUE LE SEA PAGADA UNA INDEMNIZACIÓN, SIN INCLUIR SU REINSTALACIÓN, NO IMPLICA APLICACIÓN RETROACTIVA DE DICHO PRECEPTO, AUN CUANDO LA DEMANDA RESPECTIVA SE HAYA PRESENTADO ANTES DE LA ENTRADA EN VIGOR DE LA INDICADA PORCIÓN NORMATIVA. Mediante decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 23 de enero de 2009, se adicionó un párrafo sexto al artículo 50 de la Ley Federal de Procedimiento Contencioso Administrativo, para establecer categóricamente la prohibición de reinstalar a los miembros removidos de su cargo en las instituciones policiales de la Federación. Ahora bien, con el objeto de examinar lo relativo a la aplicación retroactiva de un precepto jurídico, se requiere precisar si el acto se realiza dentro de la vigencia temporal de validez de la norma, sin afectar situaciones jurídicas definidas o derechos adquiridos por el gobernado con anterioridad a su entrada en vigor, conforme a la jurisprudencia 2a./J. 87/2004, de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, publicada en el Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Novena Época, Tomo XX, julio de 2004, página 415, de rubro: "RETROACTIVIDAD DE LA LEY. ES DIFERENTE A SU APLICACIÓN RETROACTIVA.", para lo cual debe señalarse que los derechos adquiridos son aquellas ventajas o bienes jurídicos o materiales de los cuales es poseedor su titular y que forman parte de su patrimonio, los que no pueden ser desconocidos por la ley, mientras que la expectativa de derecho es la posibilidad jurídica de obtener esa ventaja o bien, e incorporarlo al patrimonio de una persona, es decir, es inexistente el título con apoyo en el cual puede exigirse el cumplimiento y ejercicio del derecho de que se trate. Conforme a lo anterior, es factible inferir que al momento de la presentación de la demanda de anulación contra la resolución administrativa mediante la cual se dio de baja a un miembro de la Policía Federal Preventiva, no se tiene un derecho adquirido en cuanto a la reinstalación en el puesto del cual fue destituido, sino una simple expectativa de derecho, por depender esa situación de la decisión jurisdiccional que en su momento se emita para resolver la controversia propuesta en el juicio contencioso administrativo federal; sentencia que, desde luego, se rige por la normatividad aplicable al día en que es dictada. Por tanto, la nulidad de la resolución mencionada, declarada con fundamento en el párrafo sexto del indicado artículo 50 para el efecto de que se pague al elemento de seguridad pública una indemnización, sin incluir su reinstalación, no implica aplicación retroactiva de dicho precepto, aun cuando la demanda respectiva se haya presentado antes de la entrada en vigor de la indicada porción normativa”

Ahora bien, el derecho indemnizatorio debe fijarse en términos íntegros de lo dispuesto por la Constitución Federal, pues el espíritu del Constituyente al incluir el apartado B dentro del artículo 123 constitucional, fue reconocer a los servidores públicos garantías mínimas dentro del cargo o puesto que desempeñaban, sin importar, en su caso, la naturaleza jurídica de la relación que mediaba entre el Estado –en cualquiera de sus niveles- y el servidor.

Por tanto, si dentro de la aludida fracción XIII del apartado B se establece el derecho a recibir una indemnización en caso de que la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio fuere injustificada; lo cual es acorde con lo ordenado en la fracción XXII del apartado A, del propio precepto constitucional, en el cual se define que la indemnización consiste en tres meses de salario; y por su parte, en la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, se establece en el segundo párrafo del artículo 54, que por la separación injustificada de los elementos de seguridad pública, les corresponde una indemnización de tres meses del último salario percibido y las partes proporcionales de las prestaciones a que tengan derecho; es de concluirse que, en el caso que nos ocupa, debe estarse al monto o importe de tal concepto, a fin de determinar el monto indemnizatorio a que tienen derecho los agentes del Ministerio Público, peritos y miembros de las instituciones policiales, por tratarse de la misma razón jurídica que configura y da contenido a la diversa fracción XIII del apartado B, a saber, el resarcimiento de los daños y perjuicios ocasionados por el patrón particular o el Estado ante la separación injustificada y sea la ley o, en su caso, la propia Constitución, la que establezca la imposibilidad jurídica de reinstalación. 

En consecuencia, a efecto de determinar el monto que corresponde a los servidores públicos sujetos al régimen constitucional de excepción contenido en el artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Carta Magna, resulta aplicable como mínimo, el monto establecido en el diverso apartado A fracción XXII, y en el artículo 54 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, que contiene los parámetros a los que el propio Constituyente refirió al permitir fuese la normatividad secundaria la que los delimitara.

En tal virtud, la indemnización engloba el pago de tres meses de salario o haberes debidamente integrados; y además, derivado de la última interpretación en la materia, contenida en la Tesis 2ª. II/2016 (10ª), de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, deberán pagarse como parte de la propia indemnización, veinte días de salario o haberes debidamente integrados, por cada año de servicios que tenga reconocido el accionante ante la autoridad demandada. 

Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia en materia Constitucional, del Primer Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Décimo Sexto Circuito, Registro 2012129, Décima Época, Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Tesis XVI.1o.A.J/31 (10a.), del 15 de julio de 2016, que a la letra dice:

“MIEMBROS DE LAS INSTITUCIONES POLICIALES. EL DERECHO A LA INDEMNIZACIÓN CON MOTIVO DE CUALQUIER FORMA DE TERMINACIÓN INJUSTIFICADA DE SU RELACIÓN ADMINISTRATIVA CON EL ESTADO, COMPRENDE EL PAGO DE TRES MESES DE SUELDO Y VEINTE DÍAS POR AÑO LABORADO (APLICACIÓN ANALÓGICA DE LA FRACCIÓN XXII DEL APARTADO A DEL ARTÍCULO 123 DE LA CONSTITUCIÓN FEDERAL). El artículo 123, apartado B, fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de su reforma publicada en el Diario Oficial de la Federación el 18 de junio de 2008, prevé el derecho al pago de una indemnización en caso de que la autoridad jurisdiccional resuelva que fue injustificada la separación o cualquier vía de terminación del servicio de los miembros de las instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y Municipios, a fin de no dejar en estado de indefensión al agraviado, ante la prohibición absoluta de reincorporarlo al servicio, pero no establece la forma en que se integrará su monto. Ante esta circunstancia, la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, al resolver el amparo directo en revisión 2401/2015, del que derivó la tesis 2a. II/2016 (10a.), abandonó el criterio que sostenía anteriormente, para establecer que ese derecho constitucional en favor del servidor público debe hacerse efectivo mediante la aplicación de las normas constitucionales y legales que, por analogía, resultan aplicables al caso, lo que en sentido estricto no es una aplicación supletoria de ordenamientos de carácter laboral, pues se desconocería el régimen excepcional y la naturaleza administrativa de la relación que rige el servicio de los miembros de las instituciones policiales y el Estado, en atención a lo cual ese pago debe efectuarse en términos de lo que disponga la ley especial y, en caso de que ésta no prevea los parámetros suficientes para que se pueda fijar correctamente el monto de ese concepto, se aplicará lo señalado en la Constitución Federal, dado que en su artículo 123 se contienen las garantías mínimas que deberán respetarse en las relaciones de trabajo o servicio, tanto en el sector privado como en el público. Por lo cual, concluyó que debe acudirse al apartado A, fracción XXII, de ese numeral, el cual prevé la indemnización para los casos en que el trabajador fuese separado de su empleo sin mediar causa justificada y el patrón no esté obligado a la reinstalación, cuyo pago debe hacerse en un parámetro que comprende, por disposición legal, tres meses de salario y veinte días por cada año laborado, puesto que es el mínimo suficiente para indemnizar al trabajador de los daños y perjuicios que se le provocaron con el despido ilegal. Por tanto, para fijar el monto de la indemnización cuando un servidor público, en términos de la fracción XIII del apartado B del precepto indicado sea separado de la función pública que desempeñaba y, seguido el proceso legal, la autoridad jurisdiccional resuelva que no existió causa justificada para el cese, remoción o cualquier forma de terminación de la relación administrativa, sin posibilidad de optar por la reinstalación debe aplicarse, por analogía, la fracción XXII del apartado A citada, en el sentido de que la indemnización que debe cubrir el Estado incluye el pago de tres meses de sueldo, más veinte días por año efectivo de servicios, salvo que exista una norma específica en el ordenamiento federal o local, según corresponda, que estatuya una indemnización mayor. ...”

En consecuencia, se ordena la restitución al actor en los derechos que le fueron indebidamente privados con el acto impugnado, mediante el pago de la indemnización descrita y el pago de la remuneración diaria ordinaria que percibía por la prestación de su servicios, desde que se concretó su baja y hasta que se realice el pago correspondiente, en cumplimiento de esta sentencia, lo que deberá hacerse conforme a las disposiciones constitucionales y legales descritas.

Por lo que, con fundamento en los artículos 251 y 252 Del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; concatenados con el precepto 123, apartado A fracción XXII, y apartado B fracción XIII, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; y artículo 54, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí; se ordena a las autoridades demandadas pagar al actor:

a) La indemnización a que se refiere el artículo 123 apartado B fracción XIII, segundo párrafo, de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; consistente en el importe de tres meses de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados; más veinte días de los últimos haberes percibidos, debidamente integrados, por cada año de servicio.

b) Las prestaciones a que tiene derecho, consistentes en el pago de aquéllas que se generaron con motivo de la relación administrativa entre el actor y la demandada, como son aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, proporcionales al último año de servicios prestados. 
c) El pago de haberes, consistente en la remuneración diaria ordinaria que percibía el actor, por la prestación de sus servicios en el puesto de Policía Municipal de la Corporación de Seguridad Pública anotada, cuantificables desde la fecha en que fue separado del servicio y hasta la fecha en que se pongan a su disposición.

En el entendido de que el concepto de haberes, incluye todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con las demandadas, al momento de la afectación de sus derechos, así como aquellos que tengan su origen en un derecho subjetivo tutelado por la normatividad aplicable y que se le hayan generado por el simple transcurso del tiempo, integrados con la remuneración diaria ordinaria, beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibían por la prestación de sus servicios, entre otras prestaciones presupuestadas para su nivel y categoría en esa corporación, donde quedan comprendidas las partes proporcionales de aguinaldo, vacaciones y prima vacacional, es decir, todo aquello que legalmente le corresponda y que derive de la relación administrativa que tenía el actor con las demandadas, al momento de la afectación de sus derechos.

El criterio que antecede, queda sustentado legalmente en la Tesis Aislada emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, que en lo particular establece lo siguiente:

“SEGURIDAD PÚBLICA. INTERPRETACIÓN DEL ENUNCIADO Y DEMÁS PRESTACIONES A QUE TENGA DERECHO, CONTENIDO EN EL ARTÍCULO 123, APARTADO B, FRACCIÓN XIII, SEGUNDO PÁRRAFO, DE LA CONSTITUCIÓN POLÍTICA DE LOS ESTADOS UNIDOS MEXICANOS, VIGENTE A PARTIR DE LA REFORMA PUBLICADA EN EL DIARIO OFICIAL DE LA FEDERACIÓN EL 18 DE JUNIO DE 2008.- El citado precepto prevé que si la autoridad jurisdiccional resuelve que es injustificada la separación, remoción, baja, cese o cualquier otra forma de terminación del servicio de los miembros de instituciones policiales de la Federación, el Distrito Federal, los Estados y los Municipios, el Estado sólo estará obligado a pagar la indemnización y demás prestaciones a que tenga derecho, sin que en ningún caso proceda su reincorporación al servicio. Ahora bien, en el proceso legislativo no se precisaron las razones para incorporar el enunciado "y demás prestaciones a que tenga derecho"; por lo cual, para desentrañar su sentido jurídico, debe considerarse que tiene como antecedente un imperativo categórico: la imposibilidad absoluta de reincorporar a un elemento de los cuerpos de seguridad pública, aun cuando la autoridad jurisdiccional haya resuelto que es injustificada su separación; por tanto, la actualización de ese supuesto implica, como consecuencia lógica y jurídica, la obligación de resarcir al servidor público mediante el pago de una "indemnización" y "demás prestaciones a que tenga derecho". Así las cosas, como esa fue la intención del constituyente permanente, el enunciado normativo "y demás prestaciones a que tenga derecho", forma parte de la obligación resarcitoria del Estado y debe interpretarse como el deber de pagar la remuneración diaria ordinaria, así como los beneficios, recompensas, estipendios, asignaciones, gratificaciones, premios, retribuciones, subvenciones, haberes, dietas, compensaciones o cualquier otro concepto que percibía el servidor público por la prestación de sus servicios, desde que se concretó su separación, cese, remoción o baja, y hasta que se realice el pago correspondiente. Lo anterior es así, porque si bien es cierto que la reforma constitucional privilegió el interés general de la seguridad pública sobre el interés particular, debido a que a la sociedad le interesa contar con instituciones policiales honestas, profesionales, competentes, eficientes y eficaces, también lo es que la prosecución de ese fin constitucional no debe estar secundada por violación a los derechos de las personas, ni debe llevarse al extremo de permitir que las entidades policiales cometan actos ilegales en perjuicio de los derechos de los servidores públicos, sin la correspondiente responsabilidad administrativa del Estado.”
 

Con fundamento en lo dispuesto por el artículo 256 del Código Procesal Administrativo del Estado de San Luis Potosí, que establece los supuestos en que causan ejecutoria las sentencias definitivas, y con sustento en lo previsto por el numeral 256 de la citada Codificación legal, una vez que cause ejecutoria la presente sentencia, se previene a las autoridades demandadas, para que dentro de los diez días siguientes al en que reciba el oficio de notificación de la presente sentencia favorable a la Parte Actora, informen a esta Sala Unitaria sobre su cumplimiento, acompañando para acreditarlo las copias certificadas de los documentos correspondientes, inclusive las constancias de notificación a la Parte Actora de lo proveído para su cumplimiento, así como los informes detallados de los cálculos y operaciones que se tomen en cuenta para determinar los montos susceptibles de pago al actor.

Por lo expuesto, fundado y con apoyo en los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí, 1º, 2º, 7º, fracciones I,  III, y 9º fracción III de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí y 248, 250 fracción I, 251 primer párrafo del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, es de resolverse y se, RESUELVE:

PRIMERO.- Esta Sala Unitaria es competente para conocer y resolver la presente controversia.

SEGUNDO.- La parte actora acreditó su acción y en consecuencia se decreta la ILEGALIDAD e INVALIDEZ del acto impugnado, y por consecuencia se decreta su NULIDAD TOTAL, de acuerdo a los razonamientos y para los efectos precisados en el considerando Séptimo de la presente resolución.

TERCERO.- Notifíquese personalmente a la Parte Actora; y por oficio a las Autoridades Demandadas, con copia autorizada de esta resolución.
Así lo resolvió y firma, el Licenciado Jorge Alejandro Vera Noyola, Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.- (RÚBRICAS)
EL SUSCRITO SECRETARIO DE ACUERDOS DE LA TERCERA SALA UNITARIA DEL TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA,  CERTIFICA: QUE LAS PRESENTES COPIAS FUERON SACADAS DE SUS ORIGINALES CON LAS CUALES CONCUERDAN EN TODAS Y CADA UNA DE SUS PARTES.

SAN LUIS POTOSÍ, S.L.P., DIECISÉIS DE FEBRERO DE DOS MIL VEINTIDÓS.
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JUSTICIA  ADMINISTRATIVA DEL  ESTADO
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	Licenciado Ismael Méndez Hernández 

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria
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